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  Carta de fecha 22 de diciembre de 2016 dirigida al Secretario 

General por los Representantes Permanentes de España y el 

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte ante las 

Naciones Unidas 
 

 

 En su calidad de Copresidentes del Grupo Oficioso de Expertos sobre las 

Mujeres y la Paz y la Seguridad, España y el Reino Unido tienen el honor de 

transmitir adjunto un resumen de la reunión celebrada el 7 de diciembre de 2016 

sobre las mujeres y la paz y la seguridad en la República Centroafricana (véase el 

anexo). 

 Le agradeceríamos que tuviera a bien hacer distribuir la presente carta y su 

anexo como documento del Consejo de Seguridad.  

 

(Firmado) Román Oyarzun 

Embajador 

Representante Permanente de España ante las Naciones Unidas 

 

(Firmado) Matthew Rycroft 

Embajador 

Representante Permanente del Reino Unido ante las Naciones Unidas  

  



S/2016/1105 
 

 

16-23011 2/4 

 

  Anexo de la carta de fecha 22 de diciembre de 2016 dirigida 

al Secretario General por los Representantes Permanentes 

de España y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del 

Norte ante las Naciones Unidas 
 

 

  Grupo Oficioso de Expertos sobre las Mujeres y la Paz 

y la Seguridad 
 

 

  Resumen de la reunión de seguimiento sobre la República 

Centroafricana, 7 de diciembre de 2016 
 

 

 Asistieron a la reunión miembros del Consejo de Seguridad y representantes 

de la Secretaría y de organismos, fondos y programas de las Naciones Unidas. La 

principal informadora fue la Sra. Diane Corner, Representante Especial Adjunta del 

Secretario General y Jefa Adjunta de la Misión Multidimensional Integrada de 

Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA), 

que estuvo acompañada de personal superior de la Misión y jefes de organismos de 

las Naciones Unidas.  

 El equipo de la MINUSCA informó sobre las principales novedades 

registradas desde junio. Se habían denunciado cerca de 1.000 incidentes de 

violencia sexual y por razón de género al mes y 57 de los ataques ocurridos entre 

junio y diciembre habían sido cometidos presuntamente por partes en conflicto. Los 

grupos armados seguían cometiendo actos de violencia contra las mujeres y las 

niñas acusadas de brujería, a menudo con objeto de ejercer extorsión para obtener 

dinero o de controlar a los civiles en los territorios dominados por esos grupos. A 

pesar de la circular distribuida en marzo por el Ministro de Justicia, en la que se 

prohibía tratar los crímenes sexuales como un simple delito, los casos de violencia 

sexual seguían caracterizándose por una impunidad generalizada y resolviéndose 

con frecuencia mediante acuerdos oficiosos. Un ejemplo positivo reciente del 

compromiso de los asociados nacionales era la creación de una red de diez alcaldes 

de Bangui y municipios aledaños para crear conciencia entre la población sobre la 

prevención de la violencia sexual y por razón de género y la explotación y los 

abusos sexuales por parte del personal humanitario y de mantenimiento de la paz. 

Aunque la unidad de intervención rápida de la policía aún no estaba en 

funcionamiento, los 29 funcionarios que la componían (13 de los cuales eran 

mujeres) ya habían sido nombrados por sus respectivos ministerios y habían 

recibido formación, y las obras de renovación del edificio que la albergaría habían 

comenzado en octubre.  

 A finales de noviembre se había presentado una evaluación realizada por la 

Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de 

las Mujeres (ONU-Mujeres), en colaboración con la MINUSCA, con objeto de 

diseñar estrategias de asistencia específica para las mujeres y las niñas que 

participaran en actividades de desarme, desmovilización y reintegración y reducción 

de la violencia comunitaria, y definir esferas prioritarias sobre las que crear 

conciencia entre todas las participantes, tales como la prevenc ión del VIH, la 

mutilación genital femenina, el matrimonio precoz y la prevención de la violencia 

sexual. Hasta el 28 de noviembre de 2016 habían participado en actividades previas 
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al desarme, la desmovilización y la reintegración 712 mujeres y niñas en nueve 

emplazamientos del país, cifra que constituía cerca del 17% del total de 

participantes en el programa; el 35% de quienes participaran en actividades de 

reducción de la violencia comunitaria o se beneficiaran de ellas debían ser mujeres 

y niñas.  

 Las organizaciones de mujeres insistían en el desarme de todos los grupos 

armados del país antes de las elecciones locales que se preveía celebrar poco 

después. En las elecciones anteriores, grupos armados a menudo asociados a 

candidatos rivales habían impedido que varias candidatas hicieran campaña. Las 

mujeres ocupaban 12 de los 140 escaños del Parlamento y 4 de los 23 cargos 

ministeriales, y solo había una entidad pública de gran tamaño dirigida por una 

mujer: la Autoridad Electoral Nacional. No obstante, en noviembre de 2016 la 

Asamblea Nacional había aprobado una ley de paridad que establecía que el 35% de 

los puestos de organismos decisorios de organizaciones tanto públicas como 

privadas debían estar ocupados por mujeres. Aunque la ley todavía estaba pendie nte 

de ser promulgada por el Presidente, sería fundamental contar con el apoyo de la 

comunidad internacional para aplicarla adecuadamente.  

 En octubre, el Gobierno de la República Centroafricana se había adherido al 

Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 

de Discriminación contra la Mujer. En el período previo a la mesa redonda de 

donantes celebrada en Bruselas en noviembre, las Naciones Unidas habían ayudado 

a consultar a más de 700 mujeres dirigentes de las 16 prefecturas y habían 

garantizado que sus opiniones se tuvieran en cuenta en la conferencia de donantes.  

 En respuesta a las preguntas de los miembros del Consejo de Seguridad, los 

participantes de Bangui y Nueva York apuntaron lo siguiente:  

 • Equilibrio de género y capacidad de la Misión con respecto al género y la 

protección de las mujeres. La MINUSCA había avanzado en la consolidación 

de su función de protección, y, además de sus tres asesores de protección de la 

mujer, disponía de tres asesores y nueve coordinadores en la División de 

Derechos Humanos centrados en la violencia sexual relacionada con los 

conflictos y de una dependencia de asesoramiento sobre género. Las mujeres 

constituían el 24% del personal civil y en la categoría P -5 y categorías 

superiores había 14 mujeres y 49 hombres. El 26 de septiembre de 2016 las 

mujeres representaban el 1,5% del componente militar y el 9,5% del 

componente de policía, cifra esta última que había aumentado en los últimos 

meses.  

 • Violencia sexual relacionada con los conflictos. La persistencia de la 

inseguridad había impedido llevar a la práctica los compromisos contraídos 

por el Gobierno anterior para atajar la violencia sexual relacionada con los 

conflictos. Además de por el estigma, se denunciaban pocos casos por la 

ausencia de servicios para supervivientes, como protección policial, o de 

transporte para acceder a esos servicios; de hecho, la mayoría de los servicios 

eran prestados por organizaciones no gubernamentales o comunitarias. La 

MINUSCA publicaría los resultados del registro cartográfico de las principales 

violaciones de los derechos humanos cometidas desde 2003, lo que se ajustaba 
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al mandato del tribunal penal especial, e incluiría los casos de violencia sexual 

relacionada con los conflictos. 

 • Acusaciones de brujería y violaciones de los derechos humanos. La 

MINUSCA estaba preparando un informe sobre la brujería y continuaba 

defendiendo su eliminación de las leyes penales, pero la creencia en ella 

estaba generalizada en el país, incluido el poder judicial.   

 La Secretaría recomendó que el Grupo Oficioso de Expertos mantuviera la 

República Centroafricana en su programa, que en futuras reuniones del Consejo de 

Seguridad y conversaciones con el Gobierno se hiciera hincapié en la participación 

y representación de las mujeres en la toma de decisiones y que el Grupo Oficioso de 

Expertos estuviera en contacto con el Comité establecido en virtud de la resolución 

2127 (2013) relativa a la República Centroafricana para velar por que su Grupo de 

Expertos siguiera teniendo en cuenta las acusaciones de violencia sexual 

relacionada con los conflictos o de violación grave de los derechos de las mujeres al 

incluir a personas en la Lista y por que se le proporcionaran los especialistas en 

género que fueran necesarios. Los Copresidentes dieron las gracias a la Misión y al 

equipo en el país por la calidad de su exposición informativa y solicitaron que la 

información y el análisis proporcionados se integraran mejor en las exposiciones 

informativas e informes periódicos que se presentaran al Consejo de Seguridad.  

 

http://undocs.org/sp/S/RES/2127(2013)

